LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR LA DIPUTADA ROCIO CORONA NAKAMURA.

CON FECHA:   04/02/17

DECRETO:   20566

LEY DE HACIENDA MUNICIPAL
DEL ESTADO DE JALISCO
CIUDADANOS  DIPUTADOS:


La suscrita diputada Rocío Corona Nakamura, en uso de las facultades que me confieren los artículos 28 fracción I, de la Constitución Política y el artículo 147, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, presento a esta Soberanía la siguiente Iniciativa de ley que crea la Ley de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, para lo cual expreso la siguiente:

Exposición  de  Motivos


1.- La cuantía de los salarios que perciben los altos funcionarios de los gobiernos, estatal y municipales, ha venido siendo un tema insultante para la sociedad. Desde la perspectiva ciudadana, los altos funcionarios del gobierno reciben ingresos desproporcionados. Esta discordancia se hace patente al confrontar dichos salarios con los que recibe el común de los ciudadanos en tareas análogas. También se señala que no es políticamente debido tener un gobierno rico siendo un pueblo pobre. Y se suma a lo anterior el argumento de que el trabajo de los funcionarios públicos de alto rango no se refleja de manera eficiente en la sociedad. Y también es evidencia de desproporción, el hecho de que funcionarios de otras latitudes con responsabilidad igual o mayor, reciben menores salarios y entregan iguales o mejores resultados.


2.-  El encuentro de un punto de equilibrio entre los sueldos de los altos funcionarios debe partir, efectivamente, de un número determinado de factores que a la postre no es tan difícil considerar. La base mínima sobre la que debe establecerse el salario de los altos funcionarios públicos es aquella que sea suficiente “para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de los hijos”, tal y como lo considera la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 123 cuando describe la calidad del salario mínimo No existe motivo real para suponer que los altos funcionarios tienen necesidades mayores a las normales para un jefe de familia común, a no ser las de naturaleza académica, vestido y urbanidad, ya que los consumos por concepto de habitación, recreación, alimentación y cultura, en el campo de estrictamente humano son iguales. 


Partiendo de esta primera consideración, es debido reconocer que los altos funcionarios públicos desde el momento en que toman  el cargo también asumen una responsabilidad mayor a la común de los trabajos ordinarios. La responsabilidad de los funcionarios públicos tiene que ver con el éxito del Estado y municipios. De su desempeño público depende en grado muy importante que se alcancen las metas sociales y económicas que nos hemos fijado como comunidad local o municipal. Y toda vez que de un mal desempeño de estos funcionarios pudieren resultar daños graves al interés público, es por lo que se han previsto delitos y otras medidas preventivas especiales. De ahí que no es  impropio sostener que a dicha alta responsabilidad le debe corresponder una percepción salarial superior a la que tienen trabajos u oficios de menor responsabilidad. 


La especialización del servicio público de alto rango es otro factor que influye para el alza de los salarios. Los cargos tales como gobernador, diputados, magistrados, presidentes municipales y otros más, exigen del funcionario una preparación extraordinaria para su cabal cumplimiento. Esta especialización en el ramo de que se trate no es propiamente académica -aunque también puede serlo- sino que atiende a atributos necesarios para el servicio público, tales como sensibilidad social, honestidad, inteligencia, liderazgo, y otros. Ninguna comunidad democrática aspira entregar la conducción de las cosas públicas a sujetos de bajo perfil moral e intelectual.


Sin embargo, no obstante que la alta responsabilidad de los cargos públicos, temporalidad y especialización, son factores que abonan a favor de un salario mayor al del común de los oficios de menor responsabilidad, permanentes y poca o nula especialización, también existen factores que deben tomarse en cuenta para controlar que su ascenso no sea desproporcionado. El primero de estos factores es la condición general de la economía nacional, estatal y municipal. La precariedad de las finanzas públicas nos exige que los recursos sean destinados a satisfacer necesidades prioritarias. Y resultan prioritarios para el proyecto nacional, local y municipal, la educación, salud, vivienda y empleo de la población. Es decir, mientras existan sectores con carencias en estos rubros, los recursos públicos deben ser destinados a su atención y no a otros que pudieren postergar o frustrar el desarrollo. La pobreza en incremento que galopa en el país es un referente ineludible para argumentar a favor de salarios moderados de los funcionarios públicos. Una sana política social no considera irrelevante el mínimo ahorro en el gasto público, cuando este va destinado a combatir la pobreza. Es la condición general de la economía nacional un factor que nos impele a la austeridad presupuestaria, y esta posición nos condiciona a regular salarios moderados para una vida digna y decorosa de los altos funcionarios públicos, sin excesos que obstruyen la atención a cuestiones prioritarias de la comunidad. 

Contrario a lo que señalan algunas voces, la incidencia de corrupción o incapacidad de altos funcionarios públicos, no es un factor válido para que se disminuyan los ingresos de los funcionarios que ocupan cargos administrativos. Si le damos transparencia a los conceptos tenemos que señalar que a la corrupción e ineficacia le corresponde la sanción. Si un alto funcionario desvía recursos para su provecho privado es preciso sancionarlo con severidad o si diverso incumple por incapacidad es menester destituirlo por otro más capaz, pero de ahí a que dichas incidencias sea motivo para la disminución en los salarios de los altos funcionarios públicos, es un grave despropósito que traería como consecuencia que los buenos funcionarios abandonaran el servicio público y los malos ingresaran a la fila de la corrupción.  

3.-  Otro aspecto que nos ilustra sobre el camino a tomar en materia de sueldos, es el estudio comparado con otros funcionarios públicos de igual responsabilidad pero de otras latitudes. El doctor Andrés Valdez Zepeda, profesor investigador de la Universidad de Guadalajara, en su trabajo denominado “Salarios en la Función Pública. Un Análisis de las Remuneraciones de los Gobernantes en México”, nos revela como en la esfera municipal existe una gran diferencia de sueldos en cuanto a los presidentes municipales y regidores se refiere. Por ejemplo en el Estado de México, el salario promedio de los presidentes municipales fluctúa entre los 35 y 25 mil pesos mensuales, pero existen otros como Ecatepec, Cuautitlán Izcalli, Atizapan de Zaragoza y Tecamac, con sueldos de 420 mil, de 179 mil y de 141 mil pesos.


En el 2002, en Guadalajara y Zapopan los presidentes municipales ganaban 81 mil y 89 pesos respectivamente y sus regidores 64 mil y 69 mil pesos mensuales. Los ejemplos de desproporción son abundantes, en Monterrey el presidente municipal ganaba en ese periodo mas de 97 mil, Aguascalientes más de 164 mil, Toluca más de 114 mil y Naucalpan más de 137 mil pesos mensuales.


Por lo que respecta a los gobernadores, el estudio en cita refiere que el de Jalisco, Francisco Ramírez Acuña percibe un salario de 152 mil pesos, el Jefe de Gobierno de la Ciudad de México 70 mil pesos. 


Un diputado de Jalisco en el 2003 tenia un sueldo de más de 77 mil pesos, cantidad superior a la que perciben sus homólogos de Pennsylvania, Illinois, Washington, Florida y otros muchos estados de la Unión Americana. 

El caso es que en Jalisco de 1995 a la fecha, los salarios de los funcionarios se han incrementado en un 600 por ciento, mientras que la inflación en rubros de consumo y lujo, el incremento máximo es de 200 por ciento. En la entidad el 97.7 por ciento de los trabajadores al servicio del estado gana menos de diez salarios mínimos, mientras que el gobernador gana alrededor de 3,800 salarios mínimos; un diputado 1,900 salarios mínimos; en el 2003, el presidente municipal de Guadalajara ganaba alrededor de 2000 salarios mínimos y el de Zapopan 2,200. Otros referentes nos señalan que el sueldo de gobernador aumentó 536 por ciento en seis años; el sueldo del alcalde de Guadalajara 393 por ciento, los diputados 317 por ciento, mientras, que la inflación acumulado ha sido de 237 por ciento. 


4.-  El hecho de que hoy en día existan más y mejores dispositivos legales para conocer el manejo de los fondos públicos, en nada justifica la desproporción en los salarios de los altos funcionarios. La transparencia no sólo debe servir para alimentar un conocimiento pasivo, sino que revela una deformación en el manejo de los dineros del pueblo. 


Por ello, propongo mediante la presente iniciativa se apruebe una auténtica ley de transparencia salarial que sea fiel reflejo de la actitud de servicio de los altos funcionarios de los gobiernos del estado y municipios. Nos proponemos una ley que dé transparencia y punto final a la problemática que se ha suscitado a partir de los abusos señalados. La Ley de transparencia salarial, descansa en los siguientes principios: vocación de servicio de los altos funcionarios del gobierno y austeridad como reconocimiento de la precaria situación económica del país. Con esta ley se envía el mensaje a la sociedad de que los altos funcionarios públicos asumen su responsabilidad sin apartarse de la situación general de la población, pero sin dejar de lado la alta responsabilidad de los cargos públicos, su temporalidad y especialización. Se pretende regresar a la proporcionalidad de los sueldos, que sin dejar de ser suficientes para satisfacer las necesidades normales en el orden material, social y cultural, para proveer en lo necesario a sus familias y sin menoscabo de sus proyectos económicos personales, sean de acuerdo a las condiciones para una eficiente administración y a los principios de austeridad presupuestaria.

5.-  Por otro lado es conveniente defender una posición de eficiencia administrativa que nos libre de un gobierno caro, y para ello es preciso fijar salarios adecuados que estimulen la eficiencia pero no que constituyan una carga excesiva en el gasto público.


En la búsqueda de soluciones es menester que el Congreso del Estado asuma con toda verticalidad su responsabilidad política y constitucional para establecer directamente las remuneraciones y demás prestaciones que deban recibir los funcionarios públicos de alto nivel. La facultad para fijar las disposiciones normativas que regulen las condiciones laborales de los altos funcionarios se surte del principio de legalidad según el cual la administración pública debe ceñirse a lo preceptuado por la ley, y siendo la ley un producto de la tarea legislativa, entonces le corresponde al Congreso del Estado establecer las disposiciones que regulen dichas condiciones en la relación que se entabla entre el servicio público y el gobierno. 


Al momento en que se pretende la aprobación de una ley de transparencia salarial que afecte a los municipios, debe invocarse la autonomía municipal consagrada en el artículo 115 constitucional desde una perspectiva eminentemente jurídica. 

Un precedente importante para el presente ejercicio legislativo lo constituye la ley que el Congreso de Nuevo León aprobó para la regulación de sueldos municipales. Sin mayores preámbulos es preciso traer a colación la tesis pronunciada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IV, Septiembre de 1996, Tesis P. CIX/96, página 358, que bajo el rubro “REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS MUNICIPALES. CORRESPONDE ESTABLECERLAS AL PODER LEGISLATIVO AL APROBAR LAS LEYES MUNICIPALES RELATIVAS, CON VISTA AL PRESUPUESTO DE EGRESOS APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO (LEGISLACION DEL ESTADO DE NUEVO LEON)”, a la letra dice que:

De la interpretación sistemática de los artículos 13, 73, fracción VII, 74, fracción IV, 75, 100, 115, 116, 122, 126 y 127 de la Constitución General de la República; y, en especial, de los antecedentes del proceso de reforma del artículo 115 citado, en el año de 1983, se desprende que un principio fundamental de nuestro régimen constitucional es que sólo a los órganos legislativos, en su carácter de representantes populares, compete establecer las remuneraciones de los funcionarios públicos de la Federación, siendo contrario a la Ley Fundamental cualquier ingreso que con motivo de la prestación de un servicio, reciba un funcionario público y que no esté aprobado por el Poder Legislativo, de lo que se infiere lógicamente que la disposición contenida en el párrafo final de la fracción IV del artículo 115 constitucional, en el sentido de que “los Presupuestos de Egresos serán aprobados por los Ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles”, no puede interpretarse en el sentido de que ello faculta a éstos a  fijar las remuneraciones de sus miembros, sin ningún límite establecido por los órganos legislativos, sino por el contrario, debe concluirse que debe sujetarse, en primer lugar, al sistema que se deriva del marco establecido, en el aspecto examinado, por la Constitución Federal, y coherentemente, al que la Constitución y las leyes locales prevengan, de acuerdo con aquel, sin que ello implique la afectación a la autonomía municipal, pues ésta, constitucionalmente, se debe entender condicionada a lo que establezcan al respecto dichos ordenamientos. 


Es muy importante hacer la referencia de que este criterio de la Corte se derivó de una Controversia Constitucional en donde se ponía en entredicho la potestad legislativa de un congreso local respecto a la remuneración de los funcionarios públicos municipales. Esta tesis sienta las bases para hacer de lado -de una vez por todas- las visiones soberanas que sobre la autonomía municipal sostienen diversos sectores. La autonomía municipal, debe darse dentro del marco legal y sólo el Congreso crea esas disposiciones normativas. Entonces, adelantamos el aserto de que la ley de transparencia salarial no tan sólo no viola el 115 constitucional, sino que al poner freno a excesos en el manejo de recursos públicos pone un sustento más para que dicho precepto constitucional se desarrolle plenamente y funcione como un factor para el crecimiento económico y social del municipio jalisciense.


6.-  Ahora bien, respecto al Poder Judicial, es preciso señalar que esta iniciativa parte del respeto a su autonomía e independencia. El Poder Judicial tiene la invaluable encomienda de librar la lucha por la igualdad jurídica de todos los gobernados y de estos ante el Estado en caso de conflicto. La impartición de justicia es un eslabón sin el cual no se consolida un estado democrático. Es decir, la normalidad democrática pasa por un Poder Judicial fuerte y autónomo, capaz de declarar el derecho sin distingos para todos. Por ello mismo es menester que sus integrantes no se vean envueltos en discusiones patrimonialistas que afectan la imagen de la institución y desvían la atención de los magistrados de las encomiendas a su cargo. Es así como la ley de transparencia salarial (nombre conceptual de la Ley de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios), propone que sean los propios tribunales del poder judicial quienes, en ejercicio de su autonomía, fijen los salarios de los magistrados dentro de los parámetros de esta ley. 

A fin de guardar la constitucionalidad de la ley de transparencia salarial, se propone un artículo quinto transitorio que señala lo siguiente: 

Las percepciones salariales y demás prestaciones señaladas en la Ley de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios a favor de los funcionarios públicos relacionados en el artículo 1° de dicho ordenamiento se reproducirán en los sucesivos presupuestos de egresos, para su debido ejercicio.


Con este dispositivo se guarda el contenido del párrafo cuarto del artículo 57 de la Constitución Política del Estado de Jalisco que consagra la autonomía del Poder Judicial en el ejercicio de su presupuesto.


7.-  Otros puntos que enriquecen la presente iniciativa son los que tienden a eliminar prestaciones indebidas de algunos funcionarios públicos. 


La ley que propongo prohibe que los recursos económicos y en especie que reciba el servidor público como apoyo para el desempeño de sus funciones se desvíen al uso privado. Con esto se pondrá un alto al vicio que significa destinar al uso familiar vehículos de una dependencia oficial o utilizar materiales y máquinas del Estado o municipios para la realización de obras  o mejoras de beneficio privado. 


Con la entrada en vigor de esta ley, todos los funcionarios públicos pagarán los impuestos que se originen con motivo del recibo de la remuneración y demás prestaciones gravables, y para ese efecto las instancias correspondientes harán las retenciones debidas. No es ético ni políticamente admisible que los funcionarios públicos de alto rango regateen el pago de sus impuestos, cuando aún el trabajador más modesto paga sus contribuciones para el sostenimiento del gasto público. 


La ley de transparencia salarial que propongo a esta Asamblea evitará simulaciones que propician el enriquecimiento indebido de los funcionarios públicos. Respecto a los seguros, por ningún motivo se contratarán pólizas con pacto de reembolso a favor de los funcionarios asegurados y cuando deba operar un reembolso, este siempre será en beneficio del erario público. No más falsedades ni disimulos que maquillan de honestidad prácticas desleales y fraudulentas que merman los recursos del pueblo. 


Desde este ejercicio legislativo propongo un menú de prestaciones legítimas y moderadas para los altos funcionarios públicos estatales y municipales. Pero estamos fijando con toda claridad que las prestaciones económicas y en especie que actualmente reciben los funcionarios públicos no previstas en esta ley dejarán de otorgarse a partir de la entrada en vigor del presupuesto de egresos del año fiscal 2005, con lo que será a partir de esa fecha cuando la ley de transparencia salarial desplegará todos sus efectos, evitando la discrecionalidad y el abuso en esta materia. 


Es un reclamo social que los sueldos desproporcionados de los altos funcionarios públicos vuelvan a la moderación y respondan a una auténtica política de austeridad presupuestaria, por ello se señala en la ley que se propone que, “Las remuneraciones y prestaciones económicas que actualmente reciben los funcionarios públicos que sean mayores a las fijadas en esta Ley no sufrirán cambio sino hasta la entrada en vigor de los presupuestos de egresos del año fiscal 2005”. Con esto no se viola ningún dispositivo constitucional, sino por el contrario se pretende que las remuneraciones desproporcionadas e inadecuadas vuelvan a la normalidad constitucional. En la Constitución General de la República, se alude a una remuneración adecuada, la que tiene la característica de que no puede ser disminuida y es irrenunciable. En el presente proyecto de ley de transparencia salarial queda intocada la remuneración adecuada de los altos funcionarios públicos. Evidentemente que en esta iniciativa se considera como remuneración adecuada aquella que es racional y proporcional, por lo que sólo se afectan los salarios desmedidos. 


8.-  Para el control de las remuneraciones de los funcionarios públicos de alto rango, la presente iniciativa consideran viable prescindir de comisiones o la contratación de empresas privadas, que establezcan las remuneraciones de los funcionarios públicos. Por ello se propone la extinción de la Comisión Técnica de Valoración Salarial, cuya experiencia nos sirve para reafirmar la convicción de que en materia de sueldos no existe mejor medida que establecerlos desde la ley, con sencillez y transparencia. Consignados desde la ley, los sueldos de los altos funcionarios públicos dejarán de ser un incentivo para quienes incursionan en la política con el sólo propósito de resolver su problema económico personal, y por el contrario, son un aliciente adicional para quienes ven el servicio público una vía de realización personal. 


El problema de los sueldos desmedidos de los altos funcionarios públicos no se resuelve con buenas intenciones y comedidas recomendaciones. Lo que fue una recomendación hasta hoy, ahora será una obligación establecida en ley. 


9.-  La Ley de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, que se anuncia como una ley de transparencia salarial, se propone en cuatro títulos, 66 artículos y siete artículos transitorios. Su cobertura no se limitó a regular las quincenas de los altos funcionarios públicos, sino que da existencia legal a todas sus legítimas prestaciones, tales como seguros médicos, de invalidez y muerte; prima vacacional y aguinaldo; indemnización para el caso de cese sin causa justificada y viáticos. Pero también se pone un freno a beneficios indebidos. Le propongo a esta Asamblea apruebe esta ley de transparencia salarial. Acabemos de una vez por todas con los abusos del poder en materia de sueldos. No más bonos ni pensiones de marcha. Nunca más préstamos ventajosos en perjuicio de las finanzas públicas. Con todo énfasis la ley que se propone establece que “Quedan prohibidas las dádivas en efectivo o en especie destinadas al disfrute privado del servidor público, tales como apoyos para vivienda, despensa, transporte, vestido, bonos de marcha, de productividad o cualquiera otra similar, ya sea enunciada como ayuda, bono o bajo cualquier otra denominación”.


Con la presentación de esta iniciativa se da curso a las inquietudes de la sociedad que nos fueron planteadas durante nuestras jornadas de campaña política. Procuraremos el consenso de las representaciones partidarias que tienen asiento en este Congreso para su aprobación en los tiempos que marca el proceso legislativo. Y desde ahora solicitamos a las comisiones de estudio y dictamen realicen las consultas con la academia y los sectores sociales para el enriquecimiento de esta iniciativa, seguros de que a su entrada en vigor Jalisco tomará la vanguardia en la regulación de los sueldos de los funcionarios públicos, dando por concluido un tema de la agenda social y dando paso para que la discusión dentro de este Congreso y en la sociedad se encamine hacia otros derroteros que abonen a favor del desarrollo del Estado.


En mérito de lo expuesto elevo para su consideración la siguiente:
INICIATIVA DE LEY QUE CREA LA LEY DE VALORACION SALARIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y REFORMA EL ARTICULO 46 Y DEROGA LOS ARTICULOS 46 BIS Y 46 BIS 1, DE LA LEY PARA LOS SERVIDORES PUBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. 
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